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			Introducción

			El periódico es una enciclopedia menor que todo lo contiene… es un brillante insecto efímero; no vive sino un día, hace su ovación para mañana, y muere para siempre… Todos los elementos hierven en el periódico, y se tocan, y se entreveran, y de esta masa heterogénea se compone el material de que los hombres sacan sus políticos y sus sabios, sus estratégicos, sus capitanes y sus diplomáticos: ¿qué no se aprende en ese compendio prodigioso?, ¿qué no se ve por ese vidrio óptico?, ¿qué no se oye en esa cuerda pulsada por todas las manos? Si derrepente [sic] faltara el periódico a la hora de hoy, esa fuera la caída del sol, y el mundo volviera al caos primitivo. Por eso, nosotros que no tenemos periodismo, vivimos entre tinieblas, viéndonos las caras siniestras al resplandor lejano de estrellas de otros mundos: recibamos el bautismo de la prensa, si queremos ser cristianos de esta religión política, que gana terreno en todas direcciones.1

			Un guayaquileño devenido serrano por haber entroncado con la clase política quiteña vía matrimonial, se hizo del poder en una circunstancia crítica de la vida del Ecuador, cuando el país estaba al borde de la disolución. Gabriel García Moreno encabezó este esfuerzo de dar consistencia a uno de los Estados difíciles de conformar en el continente, una de las formaciones territoriales complejas para cuajar como proyecto político estatal, de los muchos que compartieron esta condición. Varias propuestas habían fracasado desde que, en 1830, Ecuador se constituyó como Estado independiente, dentro de Colombia,2 y fue afianzando lentamente su existencia entre dos vecinos mucho más poderosos. Un “pequeño” entre dos grandes, país “niño” se complacían en tipificarlo, quizá como una disculpa ante sucesivos fracasos en la construcción nacional. Las elites serranas se sentían hartas de un proyecto liberal-democrático e igualitarista3 que las amenazaba con medidas transformadoras, en el momento en que los ingresos de aduana le permitieron suprimir el tributo. El quiebre que sufrió Ecuador en 1859 fue quizá el mayor de su historia, pero no el último. Estuvo a punto de desintegrarse en medio de regionalismos y de la atracción que ejercían sobre sus límites los vecinos fronterizos. Invadido el puerto de Guayaquil por Perú, desconocido el gobierno, formadas tres jefaturas supremas en las regiones y una república federal dentro del país, García Moreno se erigió como el único capaz de superar la crisis y reunificar a un Ecuador descuartizado. Desplegó un esfuerzo frenético para salvar la supervivencia del Estado territorial. Utilizó todos los métodos pragmáticos que pudo: desde ofrecer el protectorado a Francia, pasando por recrear la Gran Colombia, hasta concluir que debía aplicarse a constituir un gobierno centralista y autoritario que le permitiera conjurar el caos y la anarquía e impulsar el progreso.

			Esos fueron los balbuceos iniciales. El proyecto político, como todos los que han existido, se fue labrando en el tiempo, en medio de avatares y luchas que no es el momento de describir. Bastaría atenerse a las oscilantes propuestas iniciales, por lo menos las dos ofertas de protectorado a Francia, en 1859, y desde la presidencia constitucional, en 1862, para comprender que las elites estaban confundidas y desanimadas. No eran las únicas en la región y como todas buscaban formas de organización que les permitieran salvaguardar sus jóvenes Estados. La figura de García Moreno adquirió tal realce que no sólo la época lo reconoció como el factótum, sino que la historiografía no ha podido encontrar otra denominación para el periodo que la que emana de su nombre: garcianismo, garcismo o morenismo se dijo en algunos momentos.4

			Pese a este protagonismo desbordante, y aunque resulte obvio, cabe señalar que García no actuó solo. Muchos lo acompañaron. Algunos convencidos de que habían encontrado en él al caudillo providencial y la figura idónea para imponer un proyecto, que acompañaban y promovían. Otros lo siguieron por tramos y con fuertes reservas en la mayor parte de ellos. Compartían muchas cosas, la búsqueda del progreso en el orden que permitiera superar la anarquía. Especialmente después que Francia, muy ocupada con su aventura expansionista, desistiera de aceptar el protectorado y les aconsejara conformarse con observar el modelo que aplicarían en México. Cobraron conciencia entonces de la pequeñez de su Estado, de la regionalización acentuada por las carencias en infraestructura de comunicaciones, en medio de una geografía con desafíos casi insalvables para la tecnología de la época; un Estado pequeño, poco atractivo y rodeado de vecinos peligrosos. Las elites lo rodearon porque prometía hacerse cargo del país, en serio. Por ello, le permitieron desbordes en su primera administración (1861-1865) pero también le impusieron algunos frenos. Así se implantó un primer gobierno, constitucionalmente acotado pero represivo, que desarrolló una acción modernizadora bajo los límites que le impuso el constante amague de la oposición a través de incursiones armadas.

			En esas circunstancias y a falta del apoyo de las potencias del primer mundo, sumó a su favor una fuerza internacional: la Iglesia católica universal a la que convocó en apoyo del proyecto a través de un Concordato pactado con la Santa Sede que le permitió usar su fuerza universal y su arraigo nacional para la gran tarea de extensión de la educación y para el control ideológico. Por ese apoyo el proyecto pagó también un alto costo: el enfrentamiento con el episcopado y las órdenes religiosas nacionales. En esta lucha aprendió algo muy útil hacia el futuro: cuando no se podía vencer existían dos posibilidades: reprimir o prescindir y, en ocasiones, era posible combinar ambos métodos. Así, reprimió al clero nacional y lo marginó a través de la importación de órdenes y congregaciones que se desplazaban de Europa hacia América en medio de los avances del secularismo. También lo hizo con los opositores, especialmente con los sectores liberales desplazados del poder y desarrolló una pésima política exterior que lo condujo a dos guerras con Colombia en las que Ecuador fue derrotado. Cierto es que, desde el poder central, se impulsó una política de organización y saneamiento de las finanzas y los recursos que permitió una mejoría notable en la administración del Estado, en el control territorial y particularmente exitosa en la extensión de la educación básica, incluso hacia sectores hasta entonces marginados de ella.

			Cuando finalizó su primer gobierno las elites de distintas regiones estuvieron muy próximas a prescindir de su proyecto. El peligro inminente había pasado y otras soluciones se atisbaban en el horizonte. Pero el grupo garciano fue lo suficientemente decidido, atrevido, experimentado y poderoso como para desairar a estos sectores y lanzarse solo a una aventura nueva, en un segundo gobierno al que llegó por un golpe de Estado. En esta etapa no iban exclusivamente por la organización estatal y la salvación de la independencia territorial. Eso ya lo había logrado en el primer impulso. Ahora querían, necesitaban construir la nación, labrar su “espíritu”. Una nación a su imagen y semejanza. Incluyente, de todos los que pudieran ser integrados a su estilo de modernidad política: un pueblo homogeneizado por sus creencias que daría fundamento a una nación católica, testimonial, relicario de la fe que se batía sola frente al mundo de la impiedad.

			Eran épocas difíciles para un proyecto de este tipo. Pero ellos, los garcianos, nunca la habían tenido fácil. Estaban acostumbrados a luchar. Se sentían orgullosos en su singularidad, querían mostrar al mundo y a sus opositores internos que existía otra forma de ser civilizados y modernos al abrigo del catolicismo. En este plano dieron una gran batalla con el viento de la historia en contra y lo hicieron al mismo tiempo que el Estado se transformaba y entraba al mercado mundial, en un Ecuador en pleno movimiento, no sólo por la expansión de la banca sino también por migraciones internas, propiciadas por una intensa política de extensión de la infraestructura de comunicaciones. Estaban en esa brega cuando la intensa crisis que sacudía el mundo, a partir de la gran depresión de 1873, no dejó indemne a Ecuador. Golpeó sus exportaciones, afectó a su banca, ya muy perturbada por la financiación que el Estado le exigía a cambio de otorgarle capacidad emisora. Los garcianos presentaron una batalla intensa. Pero para muchos, después de quince años de ejercicio del poder, se habían tornado lentos, anacrónicos, en fin, prescindibles. El personalismo que caracterizó la etapa no preveía una alternancia, tampoco era época para esa amplitud de juego político. Después de la reelección que situaba a García en su tercera presidencia, no pareció posible encontrar otra solución más allá del magnicidio que se consumó en agosto de 1875.

			Para sostenerse en el poder durante tres largos lustros, salpicados de dificultades y coyunturas diversas, utilizaron en la lucha un sinnúmero de herramientas. La represión sostenida y los métodos disciplinarios y correccionales fueron algunos de ellos y muy importantes, pero no fueron los únicos. Dieron una lucha política que se libró en los más diversos planos de la vida social, desde el político-constitucional y las bases de la representación, hasta la batalla por hegemonizar la opinión pública. En este plano todo fue válido: la extensión de la educación “a las ínfimas clases de la sociedad” y a las mujeres; las oratorias en los exámenes anuales de los colegios; las ceremonias cívico-religiosas de alto impacto en masas extensas como la consagración de la República al Sagrado Corazón de Jesús, la formación de sociedades y clubes políticos, las campañas electorales y, por supuesto, la prensa como el instrumento privilegiado desde el que se actuó sobre distintos ámbitos de sociabilidad, civiles y religiosos; las oficinas de la extendida burocracia estatal y los sermones en el púlpito; las tertulias de lectura colectiva, y los estanquillos; las sociedades de artesanos y las plazas públicas.

			Este libro aborda, desde un objetivo panorámico, la prensa partidaria, opositora o de otro tipo, durante los gobiernos de García Moreno, sus avatares, tropiezos y éxitos, en un estudio de alcances modestos que apunta sólo a las grandes líneas. No puede esperarse de él un análisis a profundidad de las polémicas que se sustanciaban en el ámbito impreso. Lo que nos proponemos ahora es una etapa anterior y previa, en extensión, no en profundidad, que sentimos necesaria para enmarcar los estudios de especialización que de ella se deriven. El carácter de las fuentes manejadas orientó y dio dirección a este tipo de acercamiento pues comprendió la revisión de casi 70 medios de prensa. Esa dimensión definió los márgenes de la investigación e introdujo una complejidad cuyo análisis apenas se esboza en esta incursión abigarrada.

			La obra puede y debe valorarse como inscrita, con límites, en una perspectiva de innovación historiográfica e inspirada en las tendencias de la nueva historia política. Dejando de lado las polémicas en torno a la existencia de una nueva historia o una nueva mirada,5 cierto es que se encuentra marcada por la corriente. Aunque logra apenas aproximarse a extraer toda la potencialidad del análisis, de ella recibió préstamos esenciales. El principal provino de su tendencia a la pluralización de los actores que le dotó de una nueva perspectiva para la valoración de la prensa en la vida política de las sociedades latinoamericanas. Otros, inscritos en la nueva óptica, complementaron el panorama a partir de su atención a la expansión de la ciudadanía, los procesos electorales, la democracia, la opinión pública, el asociacionismo, los giros lingüísticos y muchas otras temáticas. Ellos ubicaron a la prensa en un nuevo sitial. Tradicionalmente la historia política ha hecho uso del contenido de los periódicos de manera intensiva para ilustrar debates que se fincaban en el ámbito público pero que, generalmente, habían tenido su origen en otros espacios. Es decir, la prensa como fuente que reflejaba lo que enfrentaba a las elites en los congresos, en el diseño de las propuestas constitucionales, en las formas de administrar y gobernar los Estados latinoamericanos. Una prensa-espejo, que no protagonista y actor de primera línea de la historia política. No debe negarse el hecho de que, en ciertos momentos, esa puede haber sido su función, especialmente durante la primera mitad del siglo xix cuando la elección del Ejecutivo y demás cargos de representación era indirecta. Como propone Sabato, la prensa entonces cumplía el papel de incidir sobre las elites políticas. Sin embargo, la extensión de los sistemas electorales directos junto a otros cambios que complejizaron las sociedades la fue convirtiendo en un elemento nuclear con relativa independencia. Una prensa dirigida a un público más amplio, a un ciudadano que, por lo menos, debía ser atraído para otorgar legitimidad más allá del carácter que revistiera su sufragio. En muchos momentos, pero particularmente en esos, en torno a los periódicos se articulaban formas de sociabilidad conexas que muestran una mayor autonomización de la sociedad civil a medida que la lectura se expandió en áreas urbanas más allá de los reducidos círculos de las elites ilustradas.6 Las formas de ejercicio de la actividad política comenzaron a transformar el espacio público, dieron mayor apertura a las esferas existentes al tiempo que surgieron nuevas formas de sociabilidad. Y al unísono cambiaron también los discursos. La mirada panorámica sobre este universo periodístico nos permitió abrir algunas rendijas para incursionar en los espacios de lectura conformados alrededor de la prensa, las articulaciones políticas que se producían en su entorno y una serie de prácticas, identidades, sentidos y formulaciones discursivas que ella trasminó. Esta mirada nueva hacia la prensa revela el otro gran tema introducido en las ópticas de la nueva historia política a partir de las influencias recibidas de la historia cultural. Todas estas prácticas son finalmente indicativas de transformaciones en la cultura política de las sociedades latinoamericanas y en particular en la ecuatoriana.

			Sustraer el análisis de la prensa de los meros aunque útiles repertorios cronológicos de periódicos del xix, aunque sólo sea para un periodo de ese siglo, constituye, quizá, el valor de este esfuerzo modesto por obtener una panorámica de la prensa periódica de la época. Valor circunscrito a un esfuerzo por abarcar los contenidos de la fuente que se desplegaron ante los ojos de la investigadora y mostraron el trabajoso afianzamiento de un actor que se fue introduciendo en la vida política, pese a la censura predominante en la época, y se fue erigiendo como un sujeto histórico independiente, con su propia personalidad. Al punto que, en ocasiones, el nombre de los periódicos se encargaba de prestar su denominación a las corrientes de opinión que se agitaban en el país: “los Centinelas” cuencanos,7 constituye un ejemplo de las habituales referencias a la corriente conservadora moderada de esa provincia.

			Ello permitió distanciarse, en alguna medida, de la visión predominante: el Ecuador del periodo no tuvo prensa porque García se encargó de acallarla, una opinión muy difundida por los opositores políticos, particularmente por Montalvo. Cierto es que la prensa enfrentó grandes persecuciones en ese lapso, pero mostró también una tenacidad opositora que, por sí misma, habla de un sujeto histórico arraigado, implantado socialmente en un universo que valoraba la circulación de opiniones a través de la prensa. El autoritarismo no lo podía todo. Existía, claro está, un ámbito local de protección, incluso institucionalizado a través de los jurados de imprenta, un freno nada fácil de sortear. Pero por encima sobrevolaba un clima político y una época histórica que imprimían valores difíciles de soslayar. Estas consideraciones “epocales” se concatenan con una dupla de límites ambiguos, la marcada por modernidad/tradición, tan iniciática en la reflexión de la nueva historia política.8

			Está de más explicar en qué medida el cuestionamiento de las modernidades unívocas de tono liberal9 movieron la reflexión sobre el fenómeno de la prensa y sus debates. La interpretación historiográfica que se encargó de desactivar la dupla como términos radicalmente opuestos puso sobre el tablero la existencia una rica interacción entre política y sociedad10 que amplió el campo de estudio de las culturas políticas. No sólo en el plano de las nuevas sociabilidades que pluralizan los espacios y los actores, sino que aproximó también otros términos, por ejemplo, la religión y el mundo de la política. Elisa Cárdenas utiliza el término “ciudadanización” de la religión y aborda los entrecruzamientos entre una “modernidad política” y una “modernidad religiosa”.11 Una valoración de la prensa que obliga a considerar la de corte católico en el periodo garciano no puede dejar totalmente de lado esta óptica, aunque debemos reconocer que la aproximación panorámica de esta propuesta dejó poco espacio al tema, pero el suficiente para mostrar que tradición y modernidad se entretejían y convivían en un flujo permanente de intercambios, como no podría ser de otra manera.

			Otras consideraciones, como la articulación de la prensa con las corrientes políticas, tienen presencia en el estudio y muestran el papel dinamizador que ella ejerció para acelerar los deslindes entre tendencias en medio de una opinión ganada por el unanimismo. Muchos, y no precisamente los garcianos, querían mantener la vida política en ese plano. Tampoco ese unanimismo era propiamente antimoderno y corporativo, como ha señalado Palti.12 Imposible ignorar la prolongada visión oscilante que impregnó al garcianismo y a sus opositores en el largo periodo analizado. Si quienes desearan partidizar el espectro político eran disolventes de la nación, también es cierto que quienes se sustrajeran de unas opiniones que se abrían paso en un espacio público que se ensanchaba, se convertían en obsoletos. La búsqueda de legitimidad obligaba a suscribir ciertos valores rectores de una época histórica para enmarcar en ellos una concepción católica alternativa de la modernidad que exigía formas de intersubjetividad para cumplir su propósito. Inhibir o acotar la polarización de las opiniones jugaba también un papel significativo en lo que a la libertad de expresión se refiere. En medio de opiniones activadas en el debate político, la obsolescencia fue uno de los mayores temores del régimen en sus estertores finales, pero también lo fue, en sus periodos intermedios, el papel desorganizador del tejido social y del control político que ellas pudieran generar.

			 Esas y muchas otras son las problemáticas que enfrentó y dirimió una prensa que jugó en el centro del escenario y esas son también las deudas que el estudio tiene con los propósitos de la nueva historia política que ha encontrado en este actor uno de sus campos de desarrollo, que entronca con la consideración que entre sus tendencias metodológicas se le dispensa a nuevas áreas de la vida social incorporadas a una visión extensa del espacio de lo político –en la acepción de Rosanvallon con su preocupación por lo conceptual–,13 con esa intención “globalizante”14 que la caracteriza en este retorno por sus fueros. La prensa como constructora de ciudadanía desempeña un papel esencial en los procesos electorales: publicista de programas, hacedora de opinión; generadora de espacios públicos y sociabilidades diversificadas; creadora de “lo público” como factor de legitimación del poder; en fin, como un insumo básico transformador de la cultura política que impregnó al continente en la segunda mitad del siglo. Una vasta producción historiográfica, imposible de citar completa, inspiró el camino metodológico para esta mirada sobre la prensa ecuatoriana desde la nueva historia política.15

			Nos asomamos a esa vía desde el universo periodístico del periodo garciano. Reconocimos que los periódicos no eran el único formato impreso desde el cual se pretendía impactar el espacio público. Por el contrario, estaban acompañados de folletos, hojas volantes y hasta papeles manuscritos, donde las distintas tendencias confrontaban ideas. En muchas ocasiones los artículos de la prensa se encargaban de actuar como disparador de esas otras expresiones. Abundaban los folletos y hojas destinadas a dar respuesta a artículos específicos de los periódicos. Es que ellos no eran todavía un medio del todo ágil para el enfrentamiento político. Predominaban los semanarios, quincenarios y aun mensuarios y, aunque existieron iniciativas de una prensa diaria y un espíritu “diarista”, ni aun los capitales del puerto de Guayaquil parecen haber sido suficientes para dar continuidad a este propósito, que no logró ni el periódico oficial que fue transitando desde una frecuencia semanal hasta convertirse en un trisemanario, en la década de los años setenta. Los tiempos del enfrentamiento político exigían respuestas rápidas a través formatos impresos que no requirieran esperar el tiempo de edición de una publicación seriada y con una frecuencia diferida. Y para eso el folleto y la hoja volante eran ideales.

			Este libro estará consagrado a la “prensa privada”. Esta definición de “privada” es relativa. El poder, mientras se ejerció, protegió y en muchas ocasiones financió a sus partidarios y persiguió a sus enemigos. Al hablar de “prensa privada” no nos referimos a aquella que no se publicó desde el gobierno como oficial y de la que nos hemos ocupado en estudios anteriores, sino a la que emanó de distintas imprentas, muchas de ellas utilizadas por el gobierno, pero también otras opositoras. Esta diferenciación de prensa “oficial” y “privada” no implica de ninguna manera que lo oficial, es decir, el poder central, no incidiera, controlara y censurara a la “privada”. Tampoco establece una clara distinción de propósitos: adeptos y opositores al proyecto garciano pugnaban desde los periódicos por la misma cosa: la opinión de la sociedad ecuatoriana en su plural configuración. Otro elemento complejiza esta dicotomía “oficial-privada”. El Nacional, nombre con el que se presentó el periódico oficial desde 184616 tuvo, como muchos otros periódicos oficiales del continente, una muy activa sección “No oficial” desde la que se pretendió verter opiniones que no comprometieran directamente al gobierno e incluso introducir artículos que hicieran atractiva su lectura y que fueran más allá de las secciones que publicaban estrictamente documentos que amparaban la actividad gubernamental. Entendámonos, la sección “No oficial” del periódico oficial fue elaborada de acuerdo con la estricta voluntad del gobierno y se constituyó en un reflejo y en una proyección ampliada del discurso oficial. Luchó en el espacio público al mismo nivel o aún más allá de lo que lo hizo la prensa privada adepta. Pero tuvo sus límites, los que le imponía el periódico en el que estaba inserta. Y además monologó. De las opiniones contrarias o francamente opositoras sólo dio referencias en la medida de sus respuestas. La prensa privada adepta al gobierno tampoco era totalmente independiente del poder central, sino que muchos periódicos dependían de su financiamiento. Pero otros gozaban de independencia en ese plano.

			En esta investigación tratamos de cubrir la necesidad de registrar lo plural de las voces. Escuchar las del círculo garciano y también las de quienes lo enfrentaban. La oposición se refirió a la intelectualidad del régimen, la que tuvo una responsabilidad directa en su proyección impresa, como “sus hombres”, los operadores políticos de García Moreno. Ellos también mostraban matices. Aunque manifestaban una unidad de propósitos lo hacían desde la diversidad de estilos. Sixto Juan Bernal, el periodista e impresor garciano de Guayaquil, no fue ni se expresó de la misma forma que Juan León Mera. Ni qué decir de quienes lo hicieron desde una adhesión crítica durante ciertos periodos, como Benigno Malo o Luis Cordero. Y esa riqueza de estilos, que también responde a la problemática regional, diversifica la visión falsamente monolítica con la que pretendió presentarse el garcianismo. Era necesario recoger la voz opositora, hasta para develar de manera más amplia no sólo los grandes temas sobre los que se estructuró el debate político, sino también las preocupaciones concretas y cotidianas de la época.

			En Ecuador la prensa tenía una tradición desde la introducción de la imprenta en el periodo colonial, que recogen los estudios generales sobre ella. También tenía costumbre de debates, polémicas encarnizadas que incluso habían terminado en tragedias sangrientas. De modo que, a inicios de la sexta década del siglo xix, existía una prensa con arraigo y el papel de las opiniones escritas e impresas en espacios públicos había sido asumido de manera clara por todo aquel que aspiraba al poder o lo ejercía. No puede resultar entonces sorprendente la extrema velocidad con la que los garcianos le asignaron a la prensa un papel esencial en la dura batalla que libraron desde que la Asamblea Constituyente de 1861 designó presidente a García Moreno. Así que sus periódicos ingresaron inmediatamente a la lid política y se mantuvieron a través del largo periodo como uno de los espacios privilegiados para dirimirla. En ellos se debatían formas de manejo del poder, se confrontaban proyectos, se argumentaba a favor o en contra, tanto de las grandes líneas, como de las medidas concretas de gobierno, se daba espacio a lo doctrinario, a la literatura y a cultura.

			García y su grupo hubieran querido que los periódicos cumplieran otra función. El régimen aspiraba a retrotraer el debate a un plano donde ciertas verdades no fueran cuestionadas, aunque admitía, a regañadientes, como legítimas algunas controversias siempre que no afectaran las bases de la sociedad sobre las que intentaba erigir su proyecto nacional. Deploraba la confrontación de tendencias, la asociaba a la “demagogia” y por consiguiente a la “anarquía” que afectaba el necesario y preciado “orden” sobre el que basaba su dominación. Sin embargo, desde los inicios de su primer gobierno, el propio García se había encargado de destruir el momento “unanimista”17 a partir de sus cuestionamientos a la Constitución de 1861,18 la de “la insuficiencia de las leyes”, aquella que según decía le impedía gobernar. El sólo hecho que desde la presidencia se cuestionara al instrumento constitucional abría naturalmente ese debate de tendencias que él execraba porque era consciente que desestructuraba los consensos y potenciaba el juego político. Pese al desagrado que ello le provocaba, sus objeciones a la Constitución no se referían a asuntos puntuales como “las cuestiones administrativas o fiscales”, sino a las propiamente políticas como “las relativas a las normas constitucionales”. La ruptura del momento ocurría, como señala Palti, en un plano inadmisible para mantener la cohesión y la armonía, aquel que José Ma. Luis Mora había definido con claridad en el “Discurso sobre los caracteres de las fracciones”19 en el sentido de que:

			
			el conflicto de opiniones jamás puede versar sobre las bases verdaderamente esenciales de la sociedad, es decir, sobre los pactos y las leyes que aseguran las garantías individuales […] Tampoco […] sobre las leyes ciertamente constitucionales […] pues de otro modo jamás la sociedad tendría aquel reposo firme y permanente que le es indispensable […] y la fluctuación continua acabaría por disolverla y hacerla presa de la tiranía.

			

			En tanto, eran admisibles las discrepancias y luchas en torno al “empleo y economía de las rentas públicas”.

			De manera que desde el inicio de su administración el régimen garciano se había situado en un plano que implicaba un “tiempo político” donde muchas cosas fundamentales estaban en cuestión y que, por lo tanto, suponía la existencia de una opinión pública por cuya constitución y adhesión favorable había que competir. Los garcianos deseaban retrotraer esa opinión a etapas anteriores o silenciarla. La tensión entre unanimidad/pluralidad política era un problema extendido en el continente20 y, en Ecuador, no sólo involucraba al grupo garciano. Muchas otras tendencias políticas, que se expresaban, incluso de manera opuesta, comulgaban con una visión contraria a la partidización del espectro político. Reconocer explícitamente que ese espectro estaba cruzado por corrientes de distinto signo fue un largo proceso que abarcó casi los tres lustros de las administraciones consideradas en este texto y en el que la prensa y la defensa de la libertad de expresión jugaron un papel fundamental. Más allá de esas reticencias y desde los inicios, existió un esfuerzo del poder central por moldear la opinión pública y volcarla a favor de su proyecto. Ello implicaba admitir, más allá de la autocracia, que la legitimidad política se apoyaba en la opinión y que ella guardaba algún tipo de relación con los debates políticos. Y estos debates tenían en la prensa el espacio idóneo y natural de expansión.

			García y “sus hombres” presentaron su empuje inicial bajo el ropaje de la modernidad política: el progreso de Ecuador pasaba por implantar una visión nacional y no mezquinamente provincial y por desarrollar muchas acciones que permitieran conformar y afirmar esa nación, fundamentalmente fincarla en la moral católica. Muy pronto se vieron atenazados en una disyuntiva de hierro. La prensa y la opinión pública eran la expresión del empuje social y la modernidad de las sociedades. Casados como estaban con la introducción de mejoras materiales y técnico-científicas que mostraran el progreso del Ecuador a la luz del catolicismo, compartían la visión de muchas elites de la época, que expresaba Domingo Faustino Sarmiento: “La prensa periódica es una fisonomía de las sociedades modernas, como el ferrocarril, el telégrafo, el reloj público, el café, el alumbrado nocturno”.21 Pero esa misma prensa periódica imponía un debate que podía conspirar contra el anhelado orden sin el cual no concebían la modernización alternativa que proyectaban realizar. Este debate afectaba también los principios religiosos sobre los que fraguarían la amalgama nacional. De modo que deseaban acotarlo a ciertos aspectos. Así lo proponía un artículo del periódico oficial de 1871, momento en que Juan León Mera asumió su redacción. Ellos concebían la libertad de expresión con límites muy claros. No había libertad para “publicar escritos subversivos, para propalar la inmoralidad, para predicar la impiedad” o “para alterar el orden de la nación, echar fuera de ella la paz, corromper las costumbres del pueblo, arrebatarle su fe, desacreditando las doctrinas cristianas y maltratando con mentiras y calumnias a los sacerdotes”. Afirmaba, en cambio, que esta libertad era ilimitada para realizar publicaciones científicas y literarias, disertaciones religiosas, discusiones políticas y “hasta la crítica cuando es juiciosa y no va encaminada al mal sino al bien”.22 Un importante porcentaje de la prensa garciana a lo largo del periodo estuvo dedicada a intentar aniquilar toda fundamentación en torno a la libertad absoluta de expresión y a defender su posición frente a los “utilitaristas” y “sensualistas” partidarios de dar rienda suelta a los sentidos, que no aceptaban que el orden social exigiera un equilibrio, una articulación y finalmente una subordinación de la primera a él. Aspiraban a un debate político que fuera tan ordenado, higiénico y controlado como los espacios urbanos que se proponían ornar.

			Vinculado con lo anterior, todas las tendencias, incluso la garciana, tenían la impresión que Ecuador estaba huérfano de medios impresos. Quizá en comparación con sus vecinos, particularmente con Colombia, se extendía la idea de que la prensa era escasa y pobre. Unos y otros daban distintas explicaciones a este hecho. Los opositores culpaban al régimen por el control y censura de la prensa.23 A ello se refiere Montalvo en el epígrafe de esta introducción, cuando alude al vivir entre “tinieblas”, es decir, a la vida efímera de la prensa opositora. Los garcianos minimizaban esta causal. Según su opinión, la ausencia de un gran número de periódicos y el bajo tiraje de los existentes provenía del insuficiente número de lectores pues muchos esperaban leer gratis, dado que la sociedad no comprendía que la lectura era “el pan del alma” y que, aunque existía vergüenza en pedir limosna para “llenar el vientre”, esta no se conocía cuando había que ilustrarse con los periódicos o los libros.24 El argumento no debe considerarse sólo un ardid para ocultar la extrema conculcación de la libertad de expresión. Aunque el costo de las suscripciones de la prensa privada fuera relativamente moderado, todos los periódicos padecieron por la baja cantidad de suscriptores, por su inconstancia para mantenerse en esa condición y por el grave problema de recaudar los montos que se obtenían por estas suscripciones en las agencias de distribución, según evidencian los constantes llamados a los suscriptores y la apelación a los agentes a remitir los dineros recaudados por ese concepto, generalmente insertos en el pie de los números de los periódicos con agencias fuera de la capital donde se imprimían. Esas dificultades motivaron a desarrollar técnicas para atraer nuevos lectores incorporando secciones atractivas: las variedades con noticias científicas y curiosas, temáticas de salud, de agricultura, los folletines literarios y muchas cosas más dirigidas a públicos específicos. Como señala Lyons la serialización de la ficción a través de la prensa abrió un nuevo mercado a la literatura en un mundo donde los libros no religiosos que penetraban en los hogares eran escasos si no inexistentes.25 De alguna manera la literatura había dado un giro y predominaba una novelística dirigida a un nuevo público, una producción más breve ya no en varios volúmenes, sino ajustada a las posibilidades de reproducción en la prensa periódica. La inclusión de folletines era para un público específico, lector de entretenimientos. Disraeli decía que Dios podía haber hecho al hombre, pero al público lo hacían los periódicos.26

			Sin embargo, el papel era caro e importado, y pese a los esfuerzos la alfabetización era limitada.27 En compensación, existían espacios públicos de sociabilidad y necesariamente de debate, donde se leía la prensa colectivamente y en voz alta: tertulias, cafés, tendajones, la propia calle, las plazas y hasta el comentario que ocasionalmente los clérigos hacían desde sus sermones sobre los artículos periodísticos. Y ello era una realidad compartida en todo el continente: un periódico se multiplicaba por cientos. La interacción entre las formas orales y escritas de comunicación era muy compleja y no se resumía sólo a un cambio de medio de transmisión,28 sino que de alguna manera, al decir de Cavallo y Chartier implicaba una revolución en las formas de leer que alcanzaba una expresión social: la lectura en voz alta fomentaba la sociabilidad, mientras la silenciosa implicaba “un comercio más íntimo con lo escrito”, más interior.29 Esos círculos ampliados de lectura activaban la sociabilidad moderna y creaban, como observa Piccato para México, una continuidad entre la comunicación escrita y la oral, donde “el énfasis”, “la entonación” o la gestualidad del lector sugería tanto o más que el texto escrito.30 Implicaba también una ampliación del público. La prensa no publicaba exclusivamente para las elites, algo filtraba hacia sectores sociales más amplios que adquirían desarrollo a medida que prosperaba la urbanización y se extendía la alfabetización.

			En pleno periodo garciano Onffroy de Thoron da una idea de este tipo de lectura promovida incluso desde el gobierno. Narra que el intendente de Tumaco, ayudado por el alcalde y el jefe de la Milicia sometía a la población al régimen de los bandos o decretos. Al son del tambor, acompañado por una columna pequeña de soldados, “en alta e inteligible voz hacía la lectura de la correspondencia del día que era […] siempre favorable al partido conservador”. Así desmentía noticias sobre las derrotas del ejército en operaciones. De la misma manera, al “rataplán” “se hacía la lectura de algunos fragmentos del periódico del partido al que pertenecían”. Y concluía diciendo que “el público no necesitaba abono a los periódicos puesto que tenía hasta lectores oficiales y gratuitos”.31

			Realmente no parecería que el espectro periodístico fuera tan reducido pues, como refiere Posada Carbó, no existe una correlación directa entre el número de periódicos y el control que un régimen político ejerciera sobre la prensa.32 En Ecuador se fundaban muchos, particularmente en los momentos electorales, pero las publicaciones opositoras apenas superaban el año de vida, si acaso llegaban a ello. Además, tenían distinto alcance. No todas lograban trascender a nivel nacional y lo hacían preferentemente aquellas que contaban con el apoyo del gobierno. El control también se hacía en las oficinas de correo a donde llegaban, ya en el marco de una legislación restrictiva para controlarlos, ya por simple sustracción. Los periódicos abierta o veladamente opositores gozaron de corta vida pese a que, en muchas ocasiones recurrieron a la autocensura o a la utilización de un lenguaje eufemístico que les permitiera evadir la persecución y la cárcel, cosa que no siempre lograron. Tampoco era fácil sobrevivir sin apoyos gubernamentales y sólo librados al régimen de suscripciones. Consciente de la existencia de una opinión pública el garcianismo, desde los albores de la administración, decidió hegemonizarla mediante el financiamiento a los periódicos adeptos. Por ejemplo, La Unión Colombiana, de Sixto Bernal, el fiel editor progarciano de Guayaquil, fue beneficiado durante un tiempo con 200 suscripciones que pagaba el gobierno.33 Otras autoridades locales quizá también otorgaban este apoyo por la compra de suscripciones a una prensa tildada de “ministerial”. Con excepción de los periódicos portuarios, los demás tuvieron una cantidad limitada de anunciantes que pudieran facilitar su mantenimiento. Existieron también periódicos oficiales de la Iglesia, arzobispales y curiales, sostenidos por ella misma, y publicaciones católicas laicas que devenían de colegios, seminarios, sociedades y agrupamientos católicos que seguramente mantenían algún tipo de relación con la institución o recurrían a otras formas de financiamiento. Resistieron mejor aquellos cuyos redactores aunaban al periodismo la condición de propietarios de imprentas. Debe considerarse también que el auge en la aparición de periódicos guardaba relación con los procesos electorales, concretamente los de 1865, 1869 y 1875. En esos momentos, al son de las campañas, aparecía una prensa igualmente efímera que las facciones en pugna y que pocas veces trascendía en el tiempo a la promoción de candidaturas, aunque en algunas ocasiones lograban constituirse en el núcleo de corrientes de opinión que se sostenían pese a la desaparición del periódico. En esos casos los partidarios de la facción aportaban una ayuda ocasional para sostener sus medios por un periodo breve.

			***

			En lo que a libertad de imprenta se refiere, está fuera de duda que las limitaciones a las garantías individuales, y muy particularmente a la libre expresión en la prensa, abundaron durante los dos gobiernos de García Moreno (1861-1865 y 1869-1875). El periodo del Interregno (1865-1868)34 fue una especie de oasis que, pese a su corta duración, dio lugar a un verdadero florecimiento de periódicos, folletos y escritos de distinto tipo e intencionalidad. Estas limitaciones no eran tampoco novedosas en el país andino donde la violencia se ejercía sobre las imprentas, los impresores y redactores. En el plano constitucional las sucesivas cartas consagraban la libertad de pensamiento y su libre expresión, oral y escrita desde el momento independentista. Existían, sin embargo, limitaciones que fueron variando a lo largo del tiempo.

			Las libertades de expresión oral y escrita y su regulación estaban especificadas en las Cartas respectivas. Así lo establecía el artículo 64 de la Constitución de 1830: “Todo ciudadano puede expresar y publicar libremente sus pensamientos por medio de la prensa, respetando la decencia y moral pública, y sujetándose siempre a la responsabilidad de la ley”; casi en los mismos términos lo hacía el artículo 103 de la Constitución de 1835, con la diferencia que fincaba ese derecho no en la ciudadanía sino en la nacionalidad, al expresar “todo ecuatoriano”; la de 1843 utilizaba una formulación distinta y más restrictiva: su artículo 87 señalaba que “todo individuo residente en el Ecuador tiene el derecho de escribir, imprimir y publicar sus pensamientos y opiniones, sin necesidad de previa censura; sujetándose a las restricciones y penas que estableciere la ley para impedir y castigar su abuso”. No puede obviarse que dejaba fuera el tema de la nacionalidad al situar el derecho en “todo individuo residente”, y, si bien aludía a la no previa censura, daba énfasis al castigo a los abusos; en su artículo 123, la Constitución marcista de 1845 retornaba nuevamente la nacionalidad como dadora de los derechos: “Todo ecuatoriano puede expresar y publicar libremente sus pensamientos por medio de la prensa, respetando la decencia y moral pública, y sujetándose a la responsabilidad de las leyes.” Las tensiones entre las constituciones del periodo de Juan José Flores, el de Vicente Rocafuerte y el marcista se expresaron en ese rejuego de oponer los derechos del nacional con los del residente, en una clara alusión a lo que se denominaría “la extranjería” del venezolano Flores, el general “padre de la patria”.

			La Constitución de 1852 estableció en su artículo 122 que “todo ecuatoriano puede expresar y publicar libremente sus pensamientos por medio de la prensa, respetando la decencia y moral pública, y sujetándose a la responsabilidad de las leyes”. En su artículo 117, la primera Constitución del periodo garciano, la de 1861, mantenía textual los contenidos de 1852, aunque incorporaba el respeto “a la religión” junto con la decencia y la moral pública. Por su parte la Constitución de 1869, la propiamente garciana, estableció algunas modificaciones importantes. En su artículo 102 señalaba que “es libre la expresión del pensamiento, sin previa censura, por medio de la palabra o por escrito, sean o no impresos, con tal que se respete la religión, la moral y la decencia; pero el que abusare de este derecho será castigado según las leyes y por los jueces comunes, quedando abolido el jurado de imprenta”, es decir incorporó los manuscritos y, por lo tanto, la posibilidad de que la expresión no fuera exclusivamente impresa. Retomó la no censura previa, insistió en el castigo de los abusos y estableció nuevas formas de punitividad frente a los mismos.35 Los jurados de imprenta que habían sido el ámbito contencioso en el que se dirimieran hasta entonces los considerados “abusos” o faltas al “respeto” periclitaban a partir de ese momento en aras de un tratamiento que los equiparaba con otros “delitos” punibles, identificados en los códigos penales. Esta modificación constitucional que afectó a la libertad de imprenta tuvo una trayectoria más o menos común en Hispanoamérica y a ella nos referiremos más adelante.

			De modo que el constitucionalismo ecuatoriano reservó un lugar en el articulado de las Cartas a la libre expresión del pensamiento bajo el cual subsumió la libertad de imprenta. Sin embargo, las limitaciones a la prensa no son observables en el plano constitucional sino en las leyes secundarias. De tiempo atrás existían opiniones contrarias a la expresa inclusión de esta libertad en la ley fundamental, como las que promovió Rocafuerte en su momento. Por lo menos en el caso de la Constitución mexicana, él no consideraba su expresa mención en los textos constitucionales. Al estilo de Hamilton y los conservadores estadounidenses, Rocafuerte pensaba que no era un derecho abstracto regulable constitucionalmente, sino fincado en un equilibrio inestable entre la opinión pública y la voluntad gubernamental. Esta tensión entre el derecho y aquello que estaba asentado en la vida cotidiana de las sociedades fue, en gran medida, responsable de esa particular solución arbitral que fueron los jurados de imprenta.36

			Cierto es que esta inserción en los textos constitucionales de la libre expresión del pensamiento, de palabra o impreso era una herencia que provenía del tronco grancolombino del que se había desgajado el país, aunque los aspectos regulatorios quedaban librados a las leyes aprobadas por el mismo congreso. En el constitucionalismo latinoamericano incidía, de manera determinante, la legislación gaditana, sobre todo el Reglamento de libertad de imprenta sancionado en 1820 por las Cortes de Cádiz,37 donde parecía más o menos consolidada la idea de que no se trataba de una libertad irrestricta sino atenida a ciertos límites, traspasados los cuales existía un sistema judicial especial encargado de la regulación y el control de los excesos. Esta noción de libertad había ingresado a Ecuador regulada mediante el constitucionalismo neogranadino que, en coincidencia con muchas repúblicas americanas, situó la libertad de imprenta dentro del ámbito del sistema de juicios por jurado que, proveniente de diversas tradiciones particularmente la anglosajona, se extendía entonces por Europa, EUA y por el continente.38 De modo que la impronta de Cúcuta, con su ley “Sobre la extensión de la libertad de la imprenta, y sobre la calificación y castigo de sus abusos” del 14 de septiembre de 182139 y sus jurados de imprenta, estuvo presente desde los orígenes de la República, con las variantes propias del desarrollo ecuatoriano. Se trataba de jurados ciudadanos populares que actuaban en los ámbitos municipales a través de dos instancias, de hecho y de derecho. La voluntad gubernamental a la que aludía Rocafuerte fue particularmente escasa durante muchos periodos de la historia ecuatoriana y la opinión pública pareció manifestarse en Ecuador, como en gran parte de Hispanoamérica, favorable a la regulación de la libertad por la vía de esa particular institución.40

			Al margen de la legislación colombiana y pese a su vigencia, los atentados contra la libertad de imprenta adquirieron tintes trágicos en 1833 con el asesinato de los redactores e integrantes de la Sociedad de El Quiteño Libre, durante el primer periodo floreano. El Congreso del 33 dictó una “Ley Sobre Libertad de imprenta, revocatoria de la del 17 de septiembre de 1821”,41 que afectó ese derecho y al mismo tiempo estableció cómo procederían los jurados de imprenta bajo las nuevas circunstancias. La Gaceta Oficial de la Nueva Granada comentaba alarmada las transformaciones que el Congreso ecuatoriano de septiembre de 1833 había impuesto a la Ley de Cúcuta, para justificar un decreto presidencial contra los abusos de imprenta.

			
			No conocemos las circunstancias que han reclamado en el Ecuador las reformas […]; pero creemos de buena fe que habría sido más propio y honroso haber expedido un decreto mandando suspender la ley de 1821 (Cúcuta) por diez, 20 o 30 años hasta que los ecuatorianos pudieran hacer uso de los derechos […]. Las reformas decretadas por el Congreso anulan completamente la libertad de imprenta.42
			

			

			Efectivamente, se trataba de una ley restrictiva, que a lo largo de sus 58 artículos y bajo la fundamentación de que lo normado en Cúcuta presentaba muchos inconvenientes y contradecía “los principios de justicia universal”, definía los “abusos” como impíos, sediciosos, obscenos y libelos infamatorios en tres grados. Señalaba, además, que los responsables de la publicación no exentarían la pena aun cuando presentaran la prueba, pues el agraviado podría seguir el juicio en los tribunales comunes. Las penas eran efectivamente altas. Por ejemplo, a un culpable de sedición en primer grado se le podía castigar con un extrañamiento hasta por diez años. Más allá de la causa debería ordenarse la recolección de los impresos y su quema.

			La ley se encargaba también de la formación de los jurados. A propuesta del concejo municipal de cada cantón donde existiera imprenta se formarían listas de 40 ciudadanos que ejercerían como jueces de hecho, de las que se insacularían siete nombres para conformar el jurado al que se le tomaría un juramento con un texto establecido. La ley especificaba el proceso de funcionamiento del jurado de hecho, en los términos que analizaremos más adelante y establecía que el denunciante podía interponer recurso de nulidad ante otro de los jueces de primera instancia del cantón y este, auxiliado por otros colegas, podría establecer si se habían cumplido o no las formalidades de ley. Devolvería el juicio al juez si se hubieren cumplido, de lo contrario multaría a los jueces infractores. Si el juez de la causa no cumpliera la sentencia impuesta por el jurado el denunciante podría apelar al prefecto o gobernador de la provincia que podría proceder al margen del juicio. Esta intervención externa al ámbito municipal, afectaba indudablemente la autonomía y sobreponía una instancia superior, cercana al Ejecutivo, al poder de los alcaldes.43

			Producida la “revolución chihuahua”, sellado el pacto Flores-Rocafuerte y con este en el gobierno, la legislatura de 1837 dictó el Código Penal de la República del Ecuador, codificación insistentemente solicitada por ministros y jueces para dotar al país de un instrumento unificado.44 Su título octavo, “De los delitos contra la libertad de imprenta”, era garantista de este derecho. En atención a la restricción impuesta por Flores en 1833 y a contracorriente de ella, el artículo 424 sancionaba con dureza a cualquier funcionario público, civil, militar o eclesiástico que “impidiere o restringiere […] a algún ecuatoriano […] el derecho que tiene por el artículo 103 de la Constitución, para imprimir y publicar libremente sus pensamientos y opiniones”. Estos funcionarios, de cualquier nivel y categoría, serían privados de su empleo o cargo e interdictos en sus derechos ciudadanos entre cuatro y diez años en caso de cometer ese delito. Y si no fuere funcionario público sufriría además de la interdicción de la ciudadanía, una prisión de seis meses a dos años. También serían penados los funcionarios omisos y negligentes en el cumplimiento de las sanciones del articulado, así como los impresores que, sin el conocimiento de los autores y su explícita aquiescencia publicaren o divulgaren sus nombres. Situaba, también, en el breve plazo de un año la prescripción a los abusos a la libertad de imprenta.45 Ese mismo código, en su capítulo vii, establecía la penalización de los delitos contra el honor y la reputación y, en su artículo 501, en la sección relativa a las calumnias, contemplaba la posibilidad de que ellas se hicieran por escrito “sea no impreso o por lámina, pintura, caricatura”. En esos casos el calumniador sería juzgado como “reo de libelo infamatorio”, una de las modalidades contempladas entre los delitos susceptibles de ser sometidos a jurados de imprenta. En cuanto a la sección injurias, el Código especialmente exceptuaba de este delito, en su artículo 511, numeral 3, a “los que por medio de la imprenta, por escrito o de palabra censuren los delitos, defectos o excesos de los funcionarios públicos”.46 Era, sin duda, favorable a la libertad de imprenta y constituía una superación de las regresiones de 1833.

			La situación se agravó con la ley de imprenta de 1843,47 durante el último periodo floreano, calificada como represiva en todos los estudios. Pedro Fermín Cevallos, en su Resumen, la describe como un remedo de la de 1833 y entiende innecesario analizarla pues la considera un “calco de ella, como vaciada en su molde y como expedida para poner coto a la libertad de imprenta”.48 La ley priorizaba en su primer artículo el abuso de los escritos sediciosos destinados a excitar la rebelión o la perturbación del orden y la tranquilidad pública. Agregaba como delitos aquellos que tendieran a debilitar “el respeto debido a las autoridades constituidas”. Mantenía en segundo plano los libelos, los impresos obscenos y los impíos, en tres grados. La preocupación por obturar toda censura a los funcionarios públicos se reafirmaba en el artículo 7 relativo a quienes publicaran impresos que censuraran algún acto oficial de funcionarios públicos. Quien lo hiciere, establecía, estaría obligado a evidenciar “la ley o disposición que haya sido infligida por dicho acto”. Aunque la aportare después sería juzgado como autor de libelo infamatorio. Llegaba incluso a poner en cuestión no sólo la persona, sino los bienes del impresor (artículo 17). Exigía requisitos estrictos de responsabilidad y establecía multas en cuanto a la omisión de lugar y fecha, nombres y apellidos en el impreso, así como a quienes los distribuyeran en esas condiciones. Lo mismo operaba para el vendedor o distribuidor de impresos provenientes del extranjero (artículo 23). Luego de explicar la clásica composición de estos jurados de dos instancias (listas de 24 ciudadanos de las que se insaculaban siete) la ley establecía los procedimientos para hacerlos entrar en funcionamiento en los términos generales que la antecedían y le sucederían en esta materia. Era una ley extraordinariamente represiva y cercenadora de la libertad de imprenta.

			Bajo el nuevo gobierno de Flores su centralismo impuso fuertes restricciones a los poderes municipales en distintas esferas que afectaron también las del ámbito judicial que se ejercían en estas circunscripciones.49 En la mayoría de los jóvenes estados los alcaldes siguieron compartiendo, como lo habían hecho durante el periodo virreinal, la administración de justicia con las funciones gubernativas,50 una confluencia esencial para la independencia municipal y que las reformas floreanas de 1843 tendieron a eliminar. La Constitución de 1843 creó concejos provinciales conformados por funcionarios que eran agentes inmediatos de los gobernadores y que asumieron funciones que antes estaban situadas a nivel de los municipios, con la intención de que aquellos los sustituyeran. Las tensiones fueron intensas pues era inocultable el deseo de controlar estos cuerpos intermedios que, entre otras atribuciones, tenían la responsabilidad de elegir los alcaldes ordinarios, los tenientes parroquiales y los alguaciles mayores. A partir de entonces esa designación quedó en manos de cuerpos dependientes de los ejecutivos provinciales. De modo que estos intentos de centralización extrema, ese deseo de hacer que “la institución municipal saliera de la órbita democrática para pasar a la aristocrática”, según decía Rocafuerte, aunado a otras medidas recaudatorias y de control de la Iglesia, fueron factores esenciales para la revolución marcista de 1845 que terminó derrocando al general.51 Una de las primeras medidas que adoptó el gobierno provisorio, conformado por Joaquín Olmedo, Vicente Ramón Roca y Diego Noboa, fue aprobar un decreto que echaba por tierra la ley de imprenta floreana, del 29 de mayo de 1843. Su único artículo establecía que “se declara nula y sin efecto alguno la referida ley de imprenta, y se restablece con toda su fuerza la de Cúcuta, mandada observar por decreto legislativo del 24 de enero de 1835”.52

			En 1847 se hicieron algunas modificaciones al sistema de jurados para ciertas causas. Su designación quedó en manos del concejo municipal, quien posteriormente debía someter las listas al gobernador para recabar su aprobación. Estos jurados eran numerosos (50 jueces) y la composición quedó establecida finalmente en la Ley de jurados del 8 de enero de 1848 que redujo su número a 30, apoyados por quince suplentes, ante la dificultad de reunir tantos ciudadanos en condiciones de cumplir los requisitos.53 Esta ley recibió algunas modificaciones y adiciones el 27 de diciembre de ese mismo año y el 15 de diciembre de 1853.54

			Como señala Velasco esta administración de justicia municipal se vio afectada por las transformaciones político-administrativas que vivió Ecuador durante los periodos urbinista y garciano con la ampliación del cuerpo electoral, la creación de nuevas provincias y cantones que implicaron desgajamientos territoriales, así como con la creación de nuevos concejos municipales. Así, la Convención de 1861 dictó una Ley adicional a la de 1821 en materia de juicios de imprenta en la que, en atención al principio de las mayorías, estableció el requisito de mayoría absoluta de votos tanto para declarar o no lugar a la formación de la causa, como para condenar o absolver un escrito y para calificar el grado en que debía ser condenado. Su segundo artículo establecía que en el juicio de condena o absolución el juez no permitiría que se tocara la vida privada o doméstica de un ciudadano o se vertieran palabras injuriosas, contrarias a la moral y al orden. En el tercero se estableció como norma, en aquellos juicios de impresos tipificados como sediciosos, la posibilidad de que el autor o el editor ofrecieran desistir al primer requerimiento de la autoridad pública. En ese caso sólo se les sometería a vigilancia de la misma autoridad, pero no se les apresaría. En cuanto a los libelos infamatorios, el calumniado o el injuriado podrían otorgar el perdón de la pena de prisión que se le impusiese a su acusado. En aquellos impresos que atacaren la vida privada se fincaba igualdad de responsabilidad al garante y al impresor.55 La Convención Nacional de 1863 dictó a su vez, en el marco de la Ley de procedimiento criminal, un capítulo reservado a las causas sobre abusos a la libertad de imprenta, las penas, las modalidades y procedimientos que adquirirían estos juicios, así como la determinación de responsabilidad en los mismos.56

			Sobre las bases establecidas en esta legislación Pedro Fermín Cevallos sintetizó, en el material que elaboró para la enseñanza en la cátedra de derecho práctico en 1867, el estado que guardaba el conjunto de la administración de justicia y, en ese marco, los juicios por jurado y los juicios de imprenta que se sustanciaban en el ámbito municipal.57 Como señala Velasco, García Moreno trató de diversificar la administración de justicia, lo que redundó en una mayor complejidad. Creó jueces especiales y jueces parroquiales para la primera y segunda instancia. En el ámbito local, cantonal y parroquial, actuaron en primera instancia jueces letrados provinciales, alcaldes municipales, jueces especiales y parroquiales. La autora señala que esta transformación respondió a un deseo de especialización de la gestión, y a un intento de separar las funciones de gobierno de las judiciales. Sin embargo, debido a los pocos recursos humanos García no logró deshacerse de las autoridades municipales y parroquiales que debían suplir a los jueces letrados.58 Por ello mismo los alcaldes municipales podían suplir a los jueces letrados en caso de impedimento o de falta absoluta.59 Es decir que la justicia siguió fuertemente sometida al ámbito local: provincial, cantonal y parroquial. Dentro de esa estructura de carácter permanente se insertó otra ocasional como los jurados del crimen, los consejos de guerra y los de imprenta que son los que nos atañen.

			Cevallos describió esos jurados ocasionales como una “reunión o junta de ciudadanos elegidos por sorteo de entre los treinta miembros que anualmente nombran los consejos municipales de cada una de las capitales de cantón […] para que declaren según su conciencia si tal o cual hecho se halla o no bien justificado” a fin de que el juez de derecho se pronuncie por la condena o la absolución. Señaló además que en ese momento existían en los cantones de Ibarra, Quito, Latacunga, Ambato, Riobamba, Guayaquil, Cuenca y Loja.60

			Se trataba de juicios sometidos entonces a dos instancias. En su comparación de los jueces de hecho y de derecho, Cevallos señalaba entre los elementos de diferenciación, además del carácter permanente o transitorio de unos y otros, la fuente de emisión de la opinión jurídica. Mientras que los de derecho se apoyaban en la ley, los jurados ciudadanos lo hacían a partir de su convicción, la impresión y conciencia para declarar la culpabilidad o inocencia del acusado. Si bien estaban exentos de responsabilidad, sus juicios podían ser sometidos a revisión o nulidad y además ellos decidían que el juicio prosiguiera o se archivara. Y esto se correlacionaba con la forma de designación de estos jurados: mientras los de derecho eran designados, de acuerdo con su nivel, por el Congreso, la Corte Suprema o las municipalidades cantonales, los treinta de hechos lo eran por estos últimos concejos municipales y luego, para la conformación del jurado, se les sometía a insaculación.61

			Ese era el modelo bajo el que se constituían los jurados populares para los casos susceptibles de ser sometidos a esas jurisdicciones:62 los ciudadanos eran insaculados a partir de listas construidas por las municipalidades cantonales. A diferencia de los otros jurados, en el de imprenta se insaculaban siete miembros de una lista más reducida que en los demás, de veinticuatro. Los siete se constituían como jueces de hecho. Esta reducción de las listas, que operaba desde tiempo atrás, estaba seguramente ligada a delimitar un universo ciudadano preferentemente alfabeto y con cierta capacidad de discernimiento en la lectura, aunque la legislación no especificaba esta condición, sólo establecía que debían ser ciudadanos en ejercicio, mayores de 25 años, residentes en el cantón donde eran designados, con oficio o propiedad que garantizara su independencia. No podían ser autoridades civiles, militares o eclesiásticos, miembros de gabinetes, ni empleados del poder ejecutivo. La designación era inexcusable excepción hecha de un impedimento físico o moral, sujeto a calificación del concejo municipal bajo de pena de multa.63

			Una vez producida la acusación los actos de convocatoria quedaban en manos del alcalde municipal, acompañado de un concejero y un secretario. Los siete nombres insaculados se inscribían en un libro, se los convocaba y consultaba en relación con la existencia o no de impedimentos (complicidad, íntima amistad, enemistad o parentesco hasta cuarto grado con el acusado o con el demandante). El alcalde, constituido en juez, podría hacer sortear nuevamente hasta dos cargos para sustituir a los impedidos. Una vez calificada la idoneidad del jurado se le tomaba juramento previo a su inmediata reunión para decidir dos posibles cursos del juicio: Ha lugar o No ha lugar a la formación de la causa para lo que se requerían cinco votos, decisión que se anotaba en un libro. Cevallos aclaraba que este tipo de mayoría se había establecido para favorecer la libertad de imprenta. En caso de No ha lugar “fenecía el juicio”. Si lo había el alcalde debía suspender inmediatamente la venta de los ejemplares e imponer una sanción a quienes mintieran sobre el número de los existentes y persistieran en venderlos. Como la publicación del escrito suponía, además de la firma del autor o el editor, un original que obraba en poder del impresor. Por ello el alcalde debía también apersonarse en ese negocio para averiguar la responsabilidad sobre el impreso. Si el impresor no podía presentar estos documentos quedaba sujeto a la causa. También lo hacía en caso de que no diera razón del domicilio del autor o editor. En esa circunstancia el juicio se seguiría sobre el impresor. El alcalde debía aclarar además que antes de la apertura del juicio ninguna autoridad podía exigir el conocimiento de la autoría, pues ello configuraría un atentado a la seguridad individual del ciudadano.

			Una vez establecido que ha lugar, el impreso se incluiría entre aquellos que constituían un abuso a la libertad de imprenta. Estos abusos se tipificaban bajo cuatro categorías que a su vez tenían adjetivaciones según el caso: los contrarios al dogma podían contener la nota de irreligiosos; los que incitaban a la rebelión, la de sediciosos; los que ofendían la moral y la decencia pública podían ser calificados como obscenos o contrarios a las buenas costumbres, y finalmente los que vulneraban la reputación y el honor podían calificarse como libelos infamatorios. Este último tipo de abuso tenía una consideración especial pues mientras las demás especies producían “acción popular”, las injurias sólo podían ser promovidas por el afectado o por quien legalmente lo representara. Las injurias a naciones amigas podían ser promovidas por agentes diplomáticos y aun por el gobierno. En el caso de impresos sediciosos el acusado debía ser aprendido. En los otros casos sólo se exigiría al acusado un fiador o una caución y sería detenido si se negaba a dar esa garantía. Al mismo tiempo cada uno de ellos estaba sujeto a tres grados que se correspondían con el nivel de las penas a las que serían sometidos los culpables.

			Una vez establecida la autoría del impreso el juez debía extraer nuevamente siete cédulas de las sobrantes en la primera insaculación, calificar la idoneidad del nuevo jurado, el de derecho, y pasar copia al acusado que podría recusar hasta cuatro de ellos. También el acusador gozaba de esa potestad, pero sólo para dos jueces de hecho. En caso de ser objetados debía procederse a una nueva insaculación para sustituirlos. Se cursaban también los anuncios para preparar la defensa. Citados en lugar público se les tomaba juramento y se iniciaba el juicio a puertas abiertas. Pero el juez, es decir el alcalde, debería impedir que en el curso de aquel se relataran hechos o se presentaran documentos relativos a la vida doméstica o privada, ni que se usaren palabras injuriosas o contrarias a la moral y menos aún que se alterara el orden pues todo esto sería “opuesto a la civilización y la decencia”.64 El juez recapitularía, ilustraría a los jurados sobre la materia a juzgar y ellos conferenciarían a puertas cerradas. A continuación, darían la declaratoria que consistía en una calificación bajo alguno de los cuatro rubros antes enumerados. Para esa declaratoria debería conjuntarse la voluntad de cinco jueces y para establecer el grado de culpabilidad, en tres niveles, sólo se exigía mayoría simple. Los jurados ponían la resolución en manos del juez con dos posibles resoluciones: Absuelto, en cuyo caso finalizaba la causa, se liberaba al acusado si estuviera detenido o se regresaba la fianza. Si por el contrario el jurado lo consideraba comprendido en alguna de las cuatro categorías, el juez leería la sentencia, entregaría copia a las partes y a la Gaceta del Gobierno dictaría sentencia.65

			En segunda instancia, las sentencias en los juicios por abusos de la libertad de imprenta podían ser recurridas ante las Cortes Superiores cuando los jueces no impusieran las penas establecidas por la ley o cuando no se guardase el debido proceso. Estas Cortes Superiores de carácter provincial existían originalmente en Quito, Guayaquil y Cuenca. En 1861 se extendieron a las capitales provinciales de Pichincha, Chimborazo, Azuay, Guayas y Loja. Esta multiplicación obedeció, según Cevallos, a la carga de casos que se acumulaban y algunas de ellas tomaron bajo su responsabilidad circunscripciones territoriales desprovistas de estos organismos. Por supuesto que también a la extensión del control provincial que ejerció el garcianismo. A las Cortes Superiores se podía recurrir dentro de los cinco días, cuando el juez de la causa no hubiera impuesto la pena designada por la ley o cuando no se hubieren observado los trámites y formalidades establecidos.66 Por encima de ellas se encontraba, como última instancia, la Corte Suprema a la que se podía apelar para revisión o nulidad.67

			Sin embargo, este entramado fue sustituido en 1869. La Constitución del año estableció en su art. 83: “Habrá Municipalidades en todas las capitales de cantón, y serán presididas por los Jefes políticos.”68 Es decir suprimió el municipio provincial y permitió sólo la pervivencia en su modalidad más arraigada, la cantonal, con una intención favorecedora del cantón y disolvente de los poderes regionales en su nivel más alto: la provincia según la preferencia de García en materia de administración territorial. Por otra parte, desde su mensaje inaugural el presidente había solicitado a la Convención Nacional “suspender por algunos años el juicio por jurados, el cual produce con frecuencia ejemplos escandalosos de impune parcialidad”.69 Y aunque no fueron abolidos también entraron en la discusión los juicios verbales con fuertes críticas a esa modalidad.70 Durante los debates abundaron los juicios negativos sobre la administración y la justicia que se impartía en el ámbito municipal y aun en las Cortes Superiores.71 Este conjunto de descalificaciones determinó que la Convención se aplicara a una profunda renovación del poder judicial. Ella plasmó en la ley correspondiente72 que constituyó un intento de profesionalización y centralización de la justicia con el establecimiento de los jueces letrados de provincia, aunque debió mantener los alcaldes municipales.

			En lo que a los escritos e impresos se refiere una vez que desaparecieron los jurados de imprenta, los abusos, tipificados ahora como delitos, se distribuyeron en distintos artículos del Código Penal y del Código de Enjuiciamientos en Materia Criminal.73 Por ejemplo entre los “Crímenes y delitos contra la seguridad interior de la República”, en el artículo 141 del Código Penal se fijaban cinco años de prisión para quien atacara de palabra o por escrito la Constitución.74 De manera específica y con una clara dedicación hacia los hojas volantes u otros impresos, “De la publicación o distribución de escritos sin indicación del nombre del impresor”, señalaba, en el artículo 325, una prisión de ocho días a dos meses y una multa de diez a 50 pesos a quien contribuyera a la publicación o distribución de impresos que no contaran con el nombre y domicilio del impresor, salvo que el impreso formara parte de una publicación de origen conocido.75 Los capítulos relativos a “Los ultrajes públicos a las buenas costumbres”, comprendían también delitos de imprenta. Así, el artículo 413 preveía prisión de uno a seis meses y multa de diez a 500 pesos al que exhibiera, vendiera o distribuyera canciones, folletos u otros escritos impresos o no, o figuras y estampas contrarias a las buenas costumbres. En tanto, al autor de cualquiera de estas formas impresas se le consignaba a prisión de tres meses a un año y multas de 25 a 1 000 pesos. Se aclaraba que no se considerarían estampas o figuras deshonestas y ofensivas aquellas que representaran las figuras al natural, sino “actos lúdicos o deshonestos” en tanto se exhibieran públicamente.76 De la misma manera, “los atentados contra la honra y la consideración de las personas” fueron tipificados bajo dos modalidades: calumnia e injuria y estas, a su vez, caracterizadas como graves o leves. En cuanto a la calumnia, el delito se penaría con prisión de seis meses a dos años y multa de 20 a 200 pesos, cuando hubiera sido inferida en reuniones o lugares públicos en presencia de más de diez individuos. Pero también por medio de escritos, impresos o no, imágenes, emblemas fijados, distribuidos o vendidos expuestos a las miradas del público. En cuanto a las injurias graves, de palabra, o de hecho, ya sea por escritos, imágenes o emblemas, el castigo sería con prisión de uno a tres meses y multa de diez a 100 pesos y las leves (las hechas frente a menos de diez personas) de quince días a tres meses y multa de diez a 25 pesos. Sin embargo, cuando las injurias fueran recíprocas en el mismo acto ninguna de las partes podría intentar acción penal. Entre las disposiciones comunes para ambos delitos se señalaba que calumnias o injurias contra toda autoridad o cuerpo constituido serían penadas de la misma forma que las individuales. Establecían también que serían responsables de ambas figuras delictuosas los reproductores de papeles, imágenes y emblemas sin que pudiera esgrimirse como excusa que habían sido tomados de publicaciones hechas en Ecuador o en el extranjero.77

			El Código de Enjuiciamiento en Materia Criminal contenía las “Disposiciones especiales a las infracciones cometidas por la imprenta, entre los artículos 314 y 318” donde se establecía que estos delitos sólo podían ser perseguidos por acusación expresa y que esta era una obligación especial de los fiscales, agentes fiscales y síndicos de las municipalidades, en caso de que los escritos fueran inmorales, antirreligiosos o sediciosos. Producida la acusación, el juez debía designar un defensor en representación del autor, editor o reproductor del impreso y remitirle la acusación. Una vez obtenida la respuesta de este en tres días, el juez pronunciaría auto admitiendo o negando la acusación. Si la admitía, pediría al impresor el original que obligatoriamente debería estar firmado por una persona de responsabilidad, aun cuando fuera una reproducción de papeles impresos dentro o fuera de la república. Descubierto el autor o editor se le citaría a todas las diligencias del juicio y se tomarían las declaraciones juradas del impresor. Este sería responsable de la infracción y contra él se seguiría la causa cuando no presentara ante el juez el original firmado por el autor, editor o reproductor o cuando estos fuesen desconocidos, supuestos, menores de quince años o cualquier otro individuo no imputable ante la ley.78 Todo este entramado habla de una rigurosa voluntad de controlar y punir a la prensa. Por otra parte cuando, durante el segundo gobierno, el régimen se sintió sumamente desafiado expidió un decreto ejecutivo que introdujo fuertes limitaciones a la prensa interna y a la extranjera que ingresaba al país.79

			Fueron generalmente los regímenes conservadores los responsables de la desaparición de los jurados de imprenta. Pero no fue así en todos los casos. En México fueron los propios liberales quienes se encargaron de esta supresión.80 Lo hicieron en 1883 en pleno porfiriato, mientras en Ecuador la supresión fue mucho más temprana. En muchos lugares de Hispanoamérica estos jurados especiales eran considerados una especie de fuero o privilegio periodístico a diferencia de los tribunales comunes. En casi todos los casos la supresión de esa institución implicó una mayor persecución a la prensa escrita. Como señala Piccato, la abolición fue explicada en el sentido de que los jurados constituían “un obstáculo a una modernización institucional definida por la expansión de los poderes del Estado y la protección del honor de los ciudadanos”.81

			No hemos logrado profundizar en los juicios de imprenta ecuatorianos ya que ello exigiría recurrir a fuentes diferentes de las manejadas en esta instancia. El tema sigue siendo un pendiente historiográfico para el periodo.82 Las escasas referencias de segunda mano a las que accedimos permiten percibir la poca suerte que tuvo el régimen garciano y otros en sus denuncias.83 En el periodo generalmente los juicios fueron promovidos por iniciativa del Ministerio del Interior. De modo que no podemos valorar, como lo hace Piccato para México, cuáles fueron los agravios más socorridos que se sustanciaban en ese ámbito y, a partir de ello detectar cuáles eran las preocupaciones centrales de la opinión pública de la época.84

			Sin embargo, queda claro que los jurados de imprenta no gozaron de las simpatías de un régimen, que deseaba fervientemente extender su control central sobre el conjunto del territorio nacional y aniquilar “poderes intermedios” que no sólo lo obstaculizaban, sino que, desde mediados de la década de 1860 le eran particularmente opositores en algunas provincias. Más allá de que, de alguna manera la justicia y estos propios jurados ayudaban, como afirma Maiguashca, a una difusión de la estatalidad. Más grave aún, desde el Interregno y hasta 1869, cuando se exceptuó a las gubernaturas provinciales, todos los cargos, incluso los de menor nivel, eran de elección popular. La institución del jurado de imprenta era, sin duda, una traba para esa propuesta en la medida en que la prensa trataba de constituirse, como dice Piccato, en “un espacio autónomo del gobierno”. El carácter local del jurado popular, en sí mismo, fue una expresión de autonomía frente a las autoridades centrales que debieron sentirse impotentes porque no podían evadir el jurado de imprenta.85

			Si bien esta ausencia de fuentes a nuestro alcance no nos permite conocer, salvo alguna excepción, quiénes las formaban y cómo se hacía la constitución de las listas que se publicaban en enero de cada año, es posible sospechar que una serie de sutiles observaciones que hace el autor multicitado aplicarían para varios lugares del continente donde actuaban los jurados. Electos por los concejos municipales formarían seguramente una red urbana de amistades y lealtades. Eran “vecinos” conocidos, con residencia en la zona urbana, que gozaban de independencia y eran preferentemente alfabetos con ciertas habilidades. Como tales, estarían vinculados con las pasiones políticas locales donde esas redes, entremezcladas con las de lectura y simpatías por ciertos periódicos, nulificaban las presiones del poder central, y donde la amistad y la lealtad se sobreponían a la ley. También es muy atendible la observación de Piccato en el sentido de que, por ellos mismos, creaban espacios públicos locales que se movían en torno a su actuación en sesiones públicas ampliamente comentadas en el medio y el entorno social en el que se movían. Un espacio que ponía en juego su prestigio, donde la única forma de mostrar independencia era la absolución del periodista en aras de la defensa de la libertad de prensa.

			En general, los periodistas libraban con cierto éxito la condena en estos juicios. Varios elementos estaban en juego y dificultaba la penalización del abuso. Entre ellos, lo que define como “autoría ambigua” que se repartía entre el autor, el editor y el impresor que en muchas ocasiones, también por razones de prestigio y lealtad, decidía proteger su fuente y se negaba a identificarla. Y aun el propio carácter de la nota periodística donde abundaban las “gacetillas” que combinaban inserciones, no claramente citadas de otra prensa, con comentarios de primera mano y debates que estaban en el espacio público.86

			Parece claro que el proyecto que García impulsó en su segunda implantación abjurara de esta institución. Había sido duramente desafiado durante el Interregno y la Constitución de 1861 había dado latitud a los poderes locales. En esta nueva instancia, cuando iban por la implantación del conjunto del proyecto, no necesitaban siquiera recurrir a los subterfugios teóricos a los que debieron apelar los liberales mexicanos para deshacerse de la institución. Podían hacerlo con más libertad y no como aquellos llamar a la igualdad ante la ley y al carácter execrable de los fueros.87

			Claro que la prensa sufrió también mayores restricciones a partir de 1869. Ello no quiere decir, tenemos la impresión, que el poder judicial se arrodillara frente al garcianismo en materia de prensa, según revelan algunos muy notorios juicios como el que se llevó en contra del periódico La Nueva Era. Por lo menos el régimen enfrentó dificultades para llevar adelante sus propósitos en el plano legal.88 No tenemos elementos sólidos para fincar opiniones conclusivas, pero sí para esbozar algunas posibles explicaciones: los ambientes locales estaban debilitados pero no habían perdido totalmente su fuerza. Las redes de amistad y lealtad se mantenían en esos ámbitos y en algunos se ampliaban en la misma proporción en las que el régimen comenzaba a mostrar sus debilidades. Por otra parte, el incremento de la vida urbana y una cierta extensión de la alfabetización afianzaban espacios públicos donde la prensa circulaba con un relativo prestigio que quizá resultaba lesivo atacar. Era una expresión de opinión pública que ya no podía desconocerse hasta por razones de época histórica. Ello, sin embargo, no evitaba, en regímenes autoritarios como el garciano, que estuviera sujeta a una doble penalización. Rápidamente las ofensas de prensa se trastocaban por acusación a los redactores de participar en conjuras armadas, traiciones a la patria y otros delitos mayores que muchas veces tenían que ver con algún agravio a la figura del jefe de Estado. En esos casos su situación jurídica se complicaba y podía culminar en arrestos, torturas o deportaciones del país a las terribles selvas amazónicas. Efectivamente, como muchos periodistas de la época concluyeron, no era una profesión tranquila y pacífica. Formaba parte de un mundo tensionado.

			***

			El presente texto, con la intención panorámica que señalábamos al inicio, tiene como antecedente valiosos estudios existentes para la prensa ecuatoriana decimonónica, ya sea de carácter general o específicos para la prensa regional o algún periódico de importancia particular, que dan alguna consideración al periodo garciano89 y se apoya fundamentalmente en la magnífica colección digital que posee la Biblioteca Ecuatoriana Aurelio Espinosa Pólit a través de la cual los investigadores extranjeros nos aproximamos a sus colecciones hemerográficas.90 Debe señalarse que, en muchas ocasiones, esta colección no es completa en el sentido de que no posee todos los números de los periódicos cuyos títulos incluye. Sin embargo, en la mayor parte de los casos, los existentes son lo suficientemente representativos como para valorar el sentido y la orientación del impreso. En otros, cuando el periódico definitivamente no existe en la colección, algunas fuentes secundarias y aun primarias, contienen transcripciones de artículos completos de periódicos opositores de peso y significación. Claro que esta vía impide una apreciación directa de los contenidos totales y la configuración del medio.

			Los estudios que la autora ha realizado sobre la prensa oficial garciana fueron un marco ineludible, aunque para este trabajo privilegiamos la de carácter privado sin perder el referente de los estudios anteriores. Esa referencia fue útil para, como siempre ocurre en la historia, depararnos algunas sorpresas. No toda esta prensa tiene la proyección nacional del periódico oficial. Sin embargo, aquellos medios impresos que nacieron con la intención de perdurar, tuvieron sus agencias de venta y suscripción en las principales capitales de provincia. En todo caso esta incursión en la prensa privada permitió valorar mejor el comportamiento regional durante el garcianismo, no sólo en el plano político. Esta prensa fue líder, pero también una expresión de las sociedades de cuyo seno emanó.

			Hemos decidido estructurar el estudio bajo un orden algo ecléctico. En primer lugar, nos atuvimos a la clásica división del periodo en administraciones: primer gobierno, Interregno y segundo gobierno. Los precedimos de breves síntesis a fin de caracterizar cada etapa para permitir, en lo posible, la inserción de los avatares que refiere la prensa en un marco general. Como decíamos, ese desarrollo administrativo estuvo atravesado por coyunturas diversas que introdujeron alteraciones en el ritmo histórico del periodo.91 En varios momentos las administraciones se vieron sacudidas por circunstancias, ya contingentes, ya creadas por su propio accionar, que se encargaron de afectar la propia “lógica” implantada por el régimen.92 Es imposible desconocer el peso que tuvieron las coyunturas económicas, como la crisis de 1873; también las políticas alteraron las administraciones en tres momentos significativos, por lo menos en las instancias electorales señaladas, aunque las intermedias también introdujeron conflictividad. Las elecciones tenían una trayectoria en el país y, en tanto tales, deberían considerarse como procesos. Sin embargo, el sufragio fue indirecto hasta las reformas de 1861. Apenas a partir de ese año todos los niveles gubernativos fueron electos de manera directa, con una excepción durante el primer gobierno de García Moreno.93 Sin embargo, no sólo el sufragio fue directo y extendido a todos los cargos, sino que también se habían producido modificaciones en la representación regional y se habían abolido requisitos censitarios que permitieron calificar al voto, de manera exagerada, como “sufragio universal”.94 Todas estas modificaciones que realmente empezaron a actuar en el proceso electoral a partir de 1865 activaron lo que Maiguashca califica –tomando en cuenta algunas consideraciones de Tocqueville en torno a la capacidad transformadora de los cambios en el censo electoral–, como una “dinámica endógena”95 que potenció una mayor democratización de la vida política. En ese contexto alterado por las mismas transformaciones impulsadas desde el poder, cuando el control provincial se había demeritado ya que algunas gubernaturas estaban en manos opositoras, el proceso electoral introducía competitividad e incertidumbre en cuanto a los resultados y abría la esperanza de una posible alternancia. Así, esas elecciones crearon realmente coyunturas, en las que varios elementos y actores se conjuntaron y articularon de manera crítica. Ello permite visualizar un juego de fuerzas y alianzas que se desarrolló en espacios de sociabilidad incrementados por la presencia de asociaciones políticas, por una prensa propiamente electoral, por expresiones callejeras a favor de la promoción de candidaturas y otras manifestaciones que hablan de una proyección de las campañas electorales hacia sectores más amplios y de combates por la opinión.

			Esos momentos coyunturales donde todos los actores entran a escena y juegan sus cartas constituyen rendijas de observación privilegiadas que, al decir de Braudel, permiten visualizar mejor el edificio histórico.96 Ellas no podían ser preteridas en el análisis porque permiten apreciar fenómenos más o menos invisibilizados en el acontecer cotidiano que recoge la prensa en otros momentos. Más allá de un relativamente extendido apego al unanimismo, las corrientes políticas comenzaron a autoidentificarse y adscribirse a proyectos políticos amplios en medio del proceso. Ganaron identidad. Se las aprecia articular alianzas interprovinciales, publicar periódicos que aglutinan corrientes de opinión política y representan sociedades político-electorales. Asentadas en la prensa construyeron, al decir de Gantús y Salmerón, “una maquinaria electoral estrechamente ligada a la acción periodística”. No tanto, como señala Palti, por su capacidad persuasiva hacia el electorado lector, sino por “operar políticamente”, por articular y rearticular la escena partidaria.97 La prensa inaugura una verdadera “forma de hacer política”, hace suya las candidaturas, propaga y promueve el programa de sus candidatos, sus ofertas políticas ocupaban espacios privilegiados y ganaban la primera plana de los periódicos.98 Apelaban al ciudadano, alguna se dirigía a sectores específicos de esa ciudadanía, como los artesanos o los hombres del pueblo en las parroquias rurales. Hacia ellos allanaban el lenguaje político, para ciudadanizarlos. Las cartas en que los periodistas intercambian opiniones con los hombres del pueblo, con su ejemplificación sencilla, inspiran cada uno de esos momentos de la prensa electoral. En ocasiones se mofaban o renegaban del carácter de las elecciones, pero queda perfectamente claro que se dirigen a un público que no son las elites ilustradas, exclusivamente. Uno de los papeles que jugó la prensa en esas coyunturas fue mostrar adhesiones amplias. Por supuesto que la capacidad de acceso a los medios fue desigual de acuerdo con la cercanía o alejamiento del poder o de los círculos políticos que sostuviera la prensa. Páginas y páginas de los periódicos garcianos, por ejemplo, estuvieron dedicadas a firmas en apoyo a las candidaturas de un sinfín de supuestos votantes.

			Entendimos que el momento electoral en las coyunturas complejas en que se procesaron las elecciones del periodo garciano debía tener una consideración especial en este estudio de la prensa. Fuimos en ello también tributarios de una de las grandes líneas en las que incursionó la nueva historia política. La temática electoral, la ciudadanización, los espacios públicos ampliados, las transformaciones en la cultura política que impulsaron las elecciones en el continente ha sido una preocupación primigenia en esta corriente. Ella intentó mostrar que, a despecho de las interpretaciones europeizantes de la teoría de las incapacidades latinoamericanas para el ejercicio democrático, existieron lógicas variadas de legitimización del poder y una experiencia electoral no valorada por aquellos estudios que se resumían a constatar el caudillismo, el fraude, la farsa o los bajos índices de participación, como condición sine qua non de las elecciones en el continente. Servían para demostrar también el “tradicionalismo” arraigado en Hispanoamérica sin considerar que “el arquetipo de esa modernidad basada en individuos abstractos dotados de iguales derechos, en ciudadanos virtuosos, en elecciones limpias, pluralistas y participativas, en instituciones […] transparentes y democráticas, no es […] una noción historiográfica empírica e inductiva, ni siquiera un ideal-tipo, sino más bien una construcción ideológica imbuida de teleologismo”.99 Por supuesto que esta vasta historiografía aportó una óptica inestimable.100

			Tratamos también de hacer un análisis agrupando los periódicos en las capitales en atención a las subetapas en que dividimos los periodos gubernativos. Este agrupamiento se impuso de manera natural, porque si bien el debate atravesó las fronteras de las regiones y se sustentó a nivel nacional, existió una marcada tendencia a estructurarlo a partir de acontecimientos locales, más allá de que fueran trascendidos. El enfrentamiento con un gobernador, un fenómeno regional de cualquier índole, hasta un noviazgo frustrado, una hoja volante o una carta cuyo contenido se filtrara de manera indiscreta, actuaba en casi todos los casos como disparador de un conflicto de dimensiones impredecibles. De modo que el día a día, semana a semana es un conocimiento requerido para comprender debates que lo mismo podían quedar reducidos al espacio regional, como permear el ámbito mayor y determinar alineamientos políticos, más allá de que ellos fueran inestables. Quisimos mostrar que, aunque existían espacios públicos constituidos, ellos tuvieron su historicidad. Intentamos que esta panorámica permitiera evidenciar el movimiento de la vida política y social estructurada a través y desde los periódicos.

			De más está decir que lo que aquí se reseña no es toda la prensa publicada en el periodo garciano. Existieron pequeñas o medianas imprentas en muchas otras poblaciones. Prácticamente quedaron fuera, no las pudimos abarcar y este es un déficit no menor en esta investigación ya que sustrae matices y nos priva de opiniones, muchas veces ligadas a problemas locales, que cada vez adoptan mayor peso en la historiografía ecuatoriana. Debimos, sin embargo, acotar los límites. Quito, Guayaquil y Cuenca fueron nuestras unidades básicas de exploración. Aunque cuna de algunos periodistas muy destacados, la lejana Loja tuvo una baja representación en esta investigación que, por otra parte, proviene de una cierta capacidad acomodaticia y relativa prescindencia del garcianismo tanto para no generarse problemas en una región tan remota cuanto para mantener la rivalidad con Cuenca, el baluarte principal de la oposición.

			Queremos insistir en el carácter acotado de esta obra. Ella apunta a una presentación general de la prensa periódica del periodo y roza aquellos artículos que permiten caracterizar a las publicaciones, en los que inciden en cada uno de los momentos de la lucha política intensa que se desarrolló en Ecuador de esos años. Sobrevuela apenas sobre otras producciones literarias, doctrinarias o de índole distinta. No escapa a la autora la enorme riqueza de lo que queda atrás y el fabuloso repositorio que para la investigación histórica contiene esta producción, que trasciende en mucho lo que se resalta. La prensa del periodo garciano, como propone Wasserman para otras realidades, fue “un actor político y, mucho más importante aún, […] una práctica productora de sentido”.101 Estructuró los espacios públicos a nivel nacional y regional como ámbitos intelectuales de lectura que trascendieron en mucho el marco provincial, pugnó por ganar la opinión, rigió la vida cultural, exhibió las preocupaciones, obsesiones y angustias de la sociedad letrada de la época y su espacio de refracción.

			Finalmente, la autora reconoce que sin el apoyo de colaboradores en distintos momentos y de diversas formas, la versión hoy editada no hubiera sido posible. Gloria Velasco Mendizábal merece una particular mención, así como el invaluable apoyo que recibió de los becarios Conacyt Giovanni López Salas y Diana Rodríguez Pastén en las distintas instancias de elaboración de esta obra. Expresa también reconocimiento a las agudas y especializadas sugerencias que recibió de anónimos dictaminadores que leyeron el manuscrito con gran acuciosidad y aportaron perspectivas de utilidad sobre aspectos desguarnecidos en el original. Si acaso la autora logró recogerlas en sus grandes líneas aportaron al texto que, por supuesto, es de su responsabilidad.

			Notas

			
				
					1 Montalvo, “Del periodismo”, 1923, vol. 2, pp. 219-220.

				

				
					2 Ecuador, Constitución, 1830, en <http://www.cervantesvirtual.com/portales/constituciones_his panoamericanas/ecuador_constituciones/> [Consulta: 18 de mayo de 2017.]

				

				
					3 Ayala, Lucha política, 1978, p. 95; Maiguaschca, “La dialéctica de la ‘igualdad’”, 2007, pp. 62-65.

				

				
					4 E. Ayala Mora propone una periodización alternativa al margen de los personalismos en su reciente obra, Historia, tiempo y conocimiento, 2014. También lo hace la extensa historia de Espinosa Fernández de Córdoba, Historia del Ecuador, 2010.

				

				
					5 Si bien existe consenso en torno a la renovación de la historia política producida en las últimas décadas del siglo xx, varios especialistas cuestionan la posible referencia a una “nueva historia” y se preguntan si no sería mejor hablar de una “nueva historiografía” nutrida de enfoques novedosos generados e impulsados por los cambios que transformaron el mundo en las últimas décadas del siglo pasado, por el incremento de los contactos interdisciplinarios y los intercambios entre tendencias historiográficas y científico sociales. En torno al tema se vale la pregunta de Palacios: “Pero ¿una no produce la otra?” Palacios, “Introducción”, 2007, p. 17.
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